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R-DJ-043-2009
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División Jurídica. San José, a las diez horas del veintidós de julio del dos mil nueve. ----------------------------------------------------------------
Recurso de apelación interpuesto por Asesoría Integral de Cobros AIC S. A. en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada 2009LA-000005-01, promovida por el Banco Nacional de Costa Rica para la contratación de servicios de una empresa para gestión de cobro administrativo a la cartera de préstamos para consumo, según segmentación definida por el Banco,  recaído en favor de Consorcio TELETEC S. A., Gestionadora Internacional Servicrédito S. A. -
RESULTANDO

I.- La empresa recurrente indica que la Administración no le concedió el plazo correspondiente para que pudiera subsanar un defecto presentado en su plica, relacionado con la certificación de la Caja Costarricense de Seguro Social donde se acredite que se encuentra al día en el pago de las cuotas obrero patronales. Tal omisión no le permitió a la apelante resultar adjudicataria a pesar de ser la oferta con mejor precio y experiencia. --------------------------------------------------------------------------
II.- En la tramitación se han observado las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes. ------
CONSIDERANDO

I.- Hechos Probados: Se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés: 1) a) Que el Banco Nacional de Costa Rica mediante invitación directa a proveedores seleccionados, promovió la Licitación Abreviada 2009LA-000005-01 para la contratación de servicios de una empresa para la gestión de cobro administrativo a la cartera de préstamos para consumo, según segmentación definida por el Banco (Ver folios 48 a 62 del expediente administrativo). b) Que mediante artículo 2 de la Sesión Ordinaria No. 439-2009 celebrada por el Sub-Comité Licitaciones el 07 de julio del año en curso, se decidió adjudicar la licitación apelada al Consorcio TELETEC S. A., Gestionadora Internacional Servicrédito S. A. por un monto unitario total por gestión completa de $2.90, acto que fue resumido mediante oficio SCOM-3206-2009 del 07 de julio anterior y notificado a las participantes el 08 de julio del 2009  (Ver folios 231 a 233 del expediente administrativo. 2) a)Que la Administración estimó la licitación recurrida en un costo de ¢160.000.000,00, (ver folios 1, 3, 4, 11 y 19 del expediente administrativo). b) Que el cartel de licitación establece en su punto 8 “Plazo de contratación”, que el período por el cual se establece el negocio apelado, “…será de seis (6) meses, prorrogables en forma automática por un período igual, hasta un máximo de dos (02) años en total, o hasta el momento en que se agote el presupuesto asignado, por lo cual el primer hecho que acaezca, ya se el vencimiento del plazo o el agotamiento del presupuesto asignado dará por terminado el contrato sin responsabilidad para ninguna de las partes…” (ver folio 33 del expediente administrativo). 3) a)Que mediante acta de las diez horas del quince de junio del 2009, se procede a la apertura de las ofertas participantes, que para este caso resultaron ser las plicas de la empresa apelante y el consorcio adjudicatario (ver folio 92 y 93 del expediente administrativo). b) Que la apelante presentó su oferta a  nombre de la empresa Asesoría Integral de Cobros AIC S. A. con cédula jurídica 3-101-56999 (ver folios99 y 160 del expediente administrativo). Que dentro de la oferta de la apelante, se observa constancia emitida por la Sub-área de adecuación de deudas de la CCSS mediante oficio SAAD-414-06-2009 del 04 de junio del 2009, en donde se indica que “el patrono Asesoría Internacional de Coberturas AIC CR S. A. cédula jurídica 3-101-41196, el día 04 de junio de l 2009 presentó solicitud de readecuación de convenio de pago, para normalizar situación de adeudos por cuotas obreras y patronales… se otorga la condición de patrono al día, hasta tanto se formalice dicha readecuación de convenio de pago” (ver folio 108 del expediente administrativo). c)Que en la misma fecha de la apertura de las plicas participantes del concurso en cuestión, la Administración realiza sendas consultas de morosidad patronal mediante la página electrónica del SICERE de la CCSS, encontrando que tanto la empresa Asesoría Integral de Cobros AIC S. A. como la empresa Asesoría Internacional de Coberturas AIC CR S. A., se encontraban morosas, la primera en 3 cuotas por un monto de ¢5.000.110,00 y la segunda en 2 cuotas por un monto de ¢487,635,00 (ver folios 213 y 214 del expediente administrativo).  d) Que producto de lo anterior, se emite el oficio DC/081-2009 del 24 de junio del 2009, el cual contiene la recomendación de adjudicación una vez aplicado el análisis técnico, en donde se indica que para el caso de la oferta de la recurrente, tal plica queda descartada por cuanto se encuentra morosa en las cuotas obrero patronales de la CCSS (ver folios 220 y 221 del expediente administrativo). 4) Que la recurrente como parte de su escrito de apelación, presenta certificación de patrono al día a nombre de Asesoría Integral de Cobros AIC S. A., emitida el pasado 06 de julio y válida hasta el día 17 de julio del presente año (ver folio 6 del expediente de apelación). --------------------------------------------
II.-Sobre la admisibilidad del recurso: Para el análisis del presente caso, se debe tener presente que el artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa (LCA) dispone que “La Contraloría General de la República dispondrá, en los primeros diez días hábiles, la tramitación del recurso o, en caso contrario, su rechazo por inadmisible o por improcedencia manifiesta. Esta facultad podrá ejercerse en cualquier etapa del procedimiento en que se determinen esos supuestos”.  A efectos de aplicar esta disposición al caso en particular, resulta necesario tener presente dos aspectos. El primero de ellos gira en torno a la posibilidad de realizar una licitación abreviada en la modalidad de contratación de entrega según demanda. Al respecto, debemos señalar  esta Contraloría General ha avalado tal posibilidad mediante varias resoluciones que han abordado el tema en estudio. De esta forma, en la resolución R-DCA-259-2008 de las nueve horas del treinta de mayo del 2008, se indicó lo siguiente: “Los artículos 153 y 154 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa regulan  modalidades de adquisiciones de suministros aplicables en las compras  públicas, estableciendo el primero que la compra según demanda debe dar lugar a la licitación pública, y el segundo en su inciso  b), condiciones básicas bajo las cuales se contrata la compra suministros sin sujeción a cantidades, tratándose de bienes de frecuente y alto consumo. En el caso concreto el Banco Nacional contrata mediante licitación abreviada la compra de sillas por demanda; con la diferencia sustancial de que pone un tope a la cantidad de sillas por  comprar, esto  en relación con la modalidad del artículo 154, inciso b), donde no existe límite de cantidades. Este Despacho considera que esta actuación bien puede ser una variación no obstante,  debe  tener presente el Banco que la compra y la  ejecución contractual  están sometidas a las reglas comunes, incluyendo que no puede sobrepasar la cantidad de sillas adjudicada, salvo los cambios que pueda implementar con base en el artículo 12 de la Ley de Contratación Administrativa. Es decir, que si por decisión propia y en el ejercicio legítimo de su discrecionalidad administrativa el licitante, puso topes de compra, estos constituyen, junto con el presupuesto destinado a la compra, un límite a su actuación. Es así que los rangos donde se debe ubicar el tipo procedimiento para llevar a cabo compras de suministros por demanda con sujeción a tope en el número de bienes, son los de la generalidad de las contrataciones, siendo aplicables los artículos 27 y 31 de la Ley de Contratación Administrativa; la competencia para resolución de recursos, así como para la determinación del tipo de refrendo,  será la fijada por el acto de adjudicación, entendiendo que este será por el máximo monto a pagar, en el caso de que se compre toda la cantidad de bienes posible”. En este mismo sentido, la resolución R-DCA-357-2008 de las nueve horas del dieciséis de julio del 2008, manifiesta: “Así, en el caso concreto la Municipalidad de Belén contrata mediante licitación abreviada los servicios de alimentación para las distintas actividades organizadas por esa Municipalidad con entregas por demanda para el período 2008 (Catering Service), prorrogable hasta tres años más, con la diferencia sustancial de que pone como tope la cantidad correspondiente al límite del disponible presupuestario para esta compra, esto en relación con la modalidad del artículo 154, inciso b), donde no existe límite de cantidades. Para este Despacho la actuación de la Municipalidad se puede entender como una variación a la modalidad de contratación según lo señalado, no obstante debe  tener presente la Municipalidad que no puede sobrepasar el monto presupuestario que cubre el tipo de licitación tramitada, sea la abreviada, aún en el supuesto de la prórroga” (subrayado no es del original). Otro aspecto relevante se centra en el hecho que la Administración estableciera un tope presupuestario (hecho probado 2)  que vendría a ser el límite máximo del contrato de entrega por demanda, ya que se entiende que éste será el monto máximo que podrá ser utilizado en la totalidad del contrato (prórrogas incluidas), independientemente del período presupuestario en el que se pueda desarrollar el negocio. Se arriba a lo anterior, tomando en consideración lo indicado en el cartel donde se consigna que el plazo del contrato “…será de seis (6) meses, prorrogables en forma automática por un período igual, hasta un máximo de dos (02) años en total, o hasta el momento en que se agote el presupuesto asignado, por lo cual el primer hecho que acaezca, ya se el vencimiento del plazo o el agotamiento del presupuesto asignado dará por terminado el contrato sin responsabilidad para ninguna de las partes…” (hecho probado 2. b) Así las cosas, tenemos que de conformidad con los límites que establecen los incisos a) al j) de  los artículos 27 y 84 de la Ley de Contratación Administrativa y sus reformas, vigentes al momento de la adjudicación, acaecida el 07 de julio del 2009 (hecho probado 1. b), se desprende que en aquellas instituciones ubicadas en el Estrato A, como ocurre con el caso del Banco Nacional de Costa Rica, el recurso de apelación procede a partir de ¢176.000.000,00. En la especie, al fijar la Administración su estimación contractual en la suma de ¢160.000.000,00 se concluye que dicha suma no alcanza el monto mínimo fijado para conocer del  recurso de apelación ante este órgano contralor. Por lo tanto, de conformidad con lo señalado en el numeral 179 inciso c) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (RLCA), esta Contraloría General no ostentaría la competencia para conocer del citado recurso, en cuanto al monto. Aparte de lo anterior, es menester valorar si la recurrente ha acreditado su mejor derecho a la adjudicación, tal y como lo dispone el artículo 180 inciso b)  del RLCA. Así, tenemos que en el escrito de apelación presentado, se indica que la razón por la cual fue descalificada la recurrente, tiene que ver con un error de naturaleza subsanable, ya que en su oferta se presentó una constancia emitida por la CCSS de estar al día en las obligaciones obrero patronales pero a nombre de a una empresa hermana de la apelante, a saber, Asesoría Internacional de Coberturas AIC  CR S. A., error que  si la Administración lo hubiese solicitado, manifiesta la disconforme, que hubiese podido corregir presentando la certificación correspondiente. En punto a lo anterior, conviene citar lo indicado en la resolución RC-54-2003 de 28 de enero del 2003  donde se dijo: “La jurisprudencia de este Órgano Contralor ha sido amplia en ese sentido y ha señalado que quien alega debe probar (véase RSL 113-99 de las 15:00 horas del 26 de marzo de 1999 entre otras).  De ese modo, quien alegue que la Administración no previno información que era subsanable, en el curso del estudio y selección de ofertas, sea porque era información trascendente omitida (por ejemplo, estados financieros), sea porque se trate de información referenciada en la oferta correspondiente a hechos históricos que falte comprobar documentalmente u otro supuesto admitido en la ley, el reglamento general o en la jurisprudencia de este Despacho, no tiene ningún impedimento procesal para aportar con su recurso el documento que extraña no fue prevenido, por cuanto de ello pende la demostración de su mejor derecho.” Aplicando este precedente al caso particular, se tiene que la apelante junto con el escrito del recurso presentó una certificación de la CCSS donde se indica que la empresa Asesoría Integral de Cobros AIC Sociedad Anónima se encuentra al día en las cuotas obrero patronales, expidiéndose tal certificación el 06 de julio del 2009, con validez hasta el 17 de julio del 2009 (hecho probado 4). No obstante, sin restar razón a la apelante en cuanto a la posibilidad de aplicar el instituto de la subsanación, en el caso de examen el motivo por el cual la Administración descalifica a esa oferente, tiene que ver con su naturaleza de patrono moroso al momento de la apertura de las ofertas, según lo expone el Banco Nacional  en documento SCOM-3205-2009 de 7 de julio del 2009, donde señala: “Como resultado del análisis tenemos que se descarta la oferta número 1 Asesoría Integral de Cobros AIC, S.A  porque se encuentra morosa con las cuotas obrero patronales de la C.C.S.S…” La apelante no logra demostrar con la  certificación presentada como prueba dentro de su recurso, que al momento de la apertura de ofertas, a saber, el 15 de junio del 2009 (hecho probado 3),  se encontrara al día con sus obligaciones obrero patronales. Al respecto, en  resolución R-DCA-257-2009 de las once horas del 29 de mayo del 2009, se indicó: “Lo anterior resulta de aplicación en el presente caso, por cuanto argumentos similares a los alegados en este recurso, han sido claramente rechazados por este órgano contralor, el cual ha  determinado que la obligación de encontrarse al día en el pago de las cuotas obrero patronales con la CCSS, es para el momento en que se da la apertura de las ofertas, según lo dispone el artículo 74 de la Ley Constitutiva de la CCSS”. De lo anterior se concluye que la apelante no logró acreditar su mejor derecho, lo que lleva a rechazar de plano el recurso, según lo preceptuado por el artículo 180 inciso b) del RLCA. ---------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 84, 85 y 86 de la Ley de Contratación Administrativa; 175, 179  y 180 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se resuelve: Rechazar de plano  el recurso de apelación interpuesto por Asesoría Integral de Cobros AIC S. A. en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada 2009LA-000005-01, promovida por el Banco Nacional de Costa Rica para la contratación de servicios de una empresa para la gestión de cobro administrativo a la cartera de préstamos para consumo, según segmentación definida por el Banco, acto recaído en favor de Consorcio TELETEC S. A., Gestionadora Internacional Servicrédito S. A. ------------------------

NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------
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